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DIVISION DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA
 Al contestar refiérase 

            al  oficio  Nº  12449
19 de octubre, 2007
                        




 DCA- 3499

Señor 

Marvin Sánchez Mora 

Director

Colegio Ambientalista Isaías Retana Arias

San Isidro del General -  Pérez Zeledón

Estimado señor:

Asunto: Se da respuesta a la consulta formulada por el Colegio Ambientalista Isaías Retana Arias, referida al procedimiento para dar en arrendamiento, de manera directa, sus instalaciones.

Damos respuesta a su oficio CAIRA0168-07, recibido en esta Contraloría General —vía facsímil— en fecha 11 de octubre del año en curso, mediante el cual nos consulta qué procedimiento deben seguir para dar en arrendamiento sus instalaciones.

I. Motivo de la consulta:

Se consulta de manera puntual, cuál es la lista de requisitos que se debe cumplir para solicitar una autorización para el alquiler de las aulas a una entidad privada, en horario lectivo o no.

II. Criterio de la División:

Por regla general, el arrendamiento de bienes públicos debe hacerse mediante el procedimiento de licitación pública (artículo 41 de la Ley de Contratación Administrativa y el artículo 92 de su Reglamento) con dos salvedades: una de ellas que el arrendamiento se haga  mediante el procedimiento de remate regulado en el artículo 49 de la misma Ley y el artículo 101 y 102 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la segunda excepción, es aquella referida a la posibilidad de que la propia Contraloría General autorice la contratación directa con arrendatario en particular, con base en lo dispuesto en el artículo 138 del mismo Reglamento.

En el caso del remate, deben seguirse todos los pasos que señala el artículo 102 señalado.

En lo que respecta, al arrendamiento de bienes inmuebles que son propiedad de las Juntas de Educación y de las Juntas Administrativas, el artículo 37 del Código de Educación permite dicho arrendamiento, siempre que el acuerdo que la Junta tome en ese sentido, cuente con la aprobación de esta Contraloría General.

De esta forma, para que el acuerdo por medio del cual la Junta analiza las razones de oportunidad, mérito y conveniencia para aceptar dar en arrendamiento las instalaciones educativas que administra, sea válido y pueda surtir efectos, es preciso que esta Contraloría General le de su autorización.

En cuanto a la pregunta específica, respecto a los requisitos que debe tener la solicitud a presentarse ante este órgano contralor con ese propósito, tenemos que, la petición que se presente a la Contraloría General con el propósito de que se autorice el arrendamiento directo de aulas, debe cumplir, en primera instancia, con las condiciones que establece el artículo 2 bis de la Ley de Contratación Administrativa y el artículo 138 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Adicionalmente, deben acatarse otras disposiciones que jurisprudencialmente hemos definido para este tipo específico de arrendamiento directo.

En síntesis, los requisitos y condiciones a acreditar en la solicitud son las siguientes:

· La solicitud debe para suscribir un arrendamiento directo, debe estar suscrita por el jerarca de la entidad u órgano, en este caso, por el Presidente de la Junta Administrativa o de Educación, según se trate de un colegio o escuela públicos.

· Deben existir y en consecuencia demostrarse, razones suficientes para considerar que la contratación directa es la única forma para alcanzar la debida satisfacción del interés general, o de evitar daños o lesiones a los intereses públicos. Al respecto, el solicitante debe presentar una justificación detallada que motive la aplicación de la contratación directa para el arrendamiento de aulas.

· En esa motivación, debe acreditarse que el arrendamiento de las aulas no pone en riesgo el quehacer ordinario de la entidad educativa, es decir que se hará efectivo para el tiempo en que las instalaciones se encuentren libres y siempre que se garantice que no se interrumpe ningún tipo de actividad educativa propia de la institución. Lo anterior significa que, no es posible arrendar las aulas en período lectivo, en horarios en que la escuela o colegio esté siendo utilizado en el cumplimiento de sus fines.

· Asimismo, en la solicitud deben indicarse en específico las razones para considerar que esa propuesta —es decir, la del oferente que tiene interés en el arrendamiento— es la mejor forma de satisfacer el interés público, así como que no hay otros posibles interesados de modo que no se produzca una afectación al no llevarse a cabo un concurso público. Debe tenerse presente, que de existir varios potenciales oferentes tendría que llevarse a cabo un procedimiento licitatorio.

· En la solicitud, también debe especificarse el plazo del arrendamiento, el cual debe ser razonable. En las condiciones que se lleguen a pactar, debe quedar claro que el arrendamiento debe ser temporal y debe quedar establecida la posibilidad de que la Junta recupere el uso de las aulas en cualquier momento.

· De igual forma, debe indicarse el monto del arrendamiento, el cual para este tipo de casos deberá fijarse por medio de un avalúo efectuado por personal especializado de la institución o en su defecto, de la Dirección General de la Tributación.

· De igual forma, debe hacerse una diferenciación respecto a los bienes muebles, en caso de que se pretenda incluirlos en el arrendamiento y para ello deberá hacerse también un avalúo que determine el valor de bienes tales como pupitres, pizarras y cualquier otro mobiliario que vaya a utilizar el arrendatario. El valor de su arrendamiento debe quedar debidamente diferenciado. 

· El arrendamiento debe ser solo con fines didácticos, lo que significa que el centro educativo privado —de cualquier nivel que sea— no puede ubicar sus oficinas administrativas en las instalaciones educativas públicas.

· En relación con los costos por concepto de uso de la energía eléctrica, agua potable y limpieza serán asumidos por el arrendatario en proporción al uso de esas instalaciones. Esto significa que el arrendatario deberá pagarlos sobre el exceso de las tarifas usuales que históricamente haya pagado el centro educativo arrendante. 

· Se debe valorar, que de conformidad con el artículo 59 de la Ley General de Arrendamientos Urbanos y Suburbanos, N° 7527, existe libertad para la fijación de garantías que respalden el pago de los alquileres y todas las demás obligaciones derivadas de la ley o del contrato, salvo pacto expreso en contrario. En ese sentido, podría exigirse, en condición de garantía por el arrendamiento, el depósito por adelantado de una suma igual al monto original de un mes de arrendamiento para respaldar el cumplimiento de las condiciones anteriores.

La solicitud debe ser amplia y explícita en estos elementos esenciales, los cuales serían analizados en un plazo de 10 días hábiles por parte de esta Contraloría General.

Atentamente,

Lic. Carlos Andrés Arguedas Vargas                                Licda. Ana Marcela Palma Segura

Gerente de División                                                                     Fiscalizadora

AMPS/sms
C:  Archivo Central

NI: 20990

G: 2007004759

� El artículo señala: En el procedimiento de remate se observarán los siguientes pasos:


a)	Se procederá al avalúo de los bienes que se interesa vender o arrendar, a efecto de establecer el precio base correspondiente. Dicho avalúo estará a cargo del personal especializado de la respectiva Administración, o en su defecto de la Dirección General de Tributación.


b)	En el Diario Oficial La Gaceta, se publicará la invitación a participar en el remate, con indicación de los bienes objeto de éste, su naturaleza y principales características, su precio base, lugar, fecha y horas en que podrán ser examinados, debiendo estar disponibles con al menos cinco días hábiles de anticipación a la fecha del remate, gravámenes o tributos que los afectan, hora, fecha y lugar donde tendrá lugar el remate, y demás información que se estime pertinente.


c)	Entre esta publicación y la fecha de remate debe mediar un plazo no inferior a diez días hábiles, donde no se contará la fecha de la publicación y sí la del remate.


d)	La Administración podrá, además, publicar por medios electrónicos o en un diario de circulación nacional el aviso del remate, con un resumen de los datos relevantes e indicación del número y fecha del Diario Oficial La Gaceta, donde se publicó la invitación a participar en él.


e)	La Administración designará al funcionario que lo presidirá, asistido por un secretario y un pregonero. En los casos de remate electrónico, estos funcionarios serán los encargados de monitorear el trámite durante el tiempo en que esté abierto el concurso.


f)	Las propuestas que se formulen comprometen al oferente. Se pregonarán conforme se vayan presentando, así como las mejoras o pujas que se formulen, hasta que no haya quien mejore la última oferta, con lo cual se cerrará el acto de remate declarando adjudicatario a quien formuló esta última. Se dejará constancia de los datos del segundo mejor postor y lugar para notificaciones para el caso que el adjudicatario incumpla sus obligaciones.


g)	Identificación de los oferentes que se presentan.


h)	El adjudicatario o rematante deberá cancelar en ese mismo acto, en concepto de garantía de cumplimiento, al menos el equivalente al 10% del precio de los bienes rematados o de la primera mensualidad del arrendamiento respectivo, para perfeccionar la adjudicación. 


Para el caso del remate electrónico, dicho monto se depositará en una cuenta de la Administración. Para cancelar el resto del precio, el interesado dispondrá de tres días hábiles siguientes a la fecha de adjudicación. Sólo entonces podrá retirar o utilizar el bien, salvo que por disposición legal deba formalizarse en escritura pública.


i)	Si el adjudicatario no efectuara la cancelación total del precio, la Administración declarará de inmediato insubsistente la adjudicación y perseguirá al incumpliente por los daños y perjuicios irrogados y por las demás responsabilidades en que hubiere incurrido, sin perjuicio de la pérdida a favor de la Administración de la garantía de cumplimiento indicada. En el momento de constatarse la falta de cancelación, se adjudicará el bien al segundo mejor postor, si este manifiesta su anuencia, y se le conferirá un plazo de tres días hábiles para que cancele la totalidad del precio.


j)	Una vez concluido el remate, el presidente y el adjudicatario suscribirán el acta dando fe de los bienes rematados, de los adjudicados, del precio respectivo, del nombre, cédula de identidad y demás datos del adjudicatario y de las incidencias relevantes del acto.


k)	Una vez cancelado el precio respectivo por el interesado, la Administración, si así lo requiere la naturaleza del bien rematado o para la mejor comprensión de los alcances de los derechos y obligaciones de las partes, formalizará el contrato con los datos pertinentes y lo suscribirá conjuntamente con el primero. En caso de requerirse la formalización del contrato ésta se realizará dentro del plazo de un mes a partir de la terminación del remate.


l)	Cuando se trate de bienes sujetos a inscripción en el Registro Nacional, una vez cancelado el precio respectivo por el rematante, la Administración gestionará, dentro de los siguientes diez días hábiles el otorgamiento de la escritura pública, si por su naturaleza corresponda.


Las instituciones que en razón de su actividad ordinaria utilicen el procedimiento de remate habitualmente, podrán disponer de un procedimiento diferente al aquí regulado, debidamente reglamentado.





